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NORMAT A Y JURISPRUDENCIA 

Comentarios al 
Real Decreto 1725/1993 
de fecha 1 de octubre 
El R.D. 1725/93, de 1 de octubre: 
su incidencia en la estructura 
orgánica, competencias , funciones 
y personal del CGCCT 

E l Real Decreto 1 725/1993, 
de 1 de octubre, por el 
que se modifica parcial­

mente (1 ), la estructura orgá­
nica del Ministerio de Eco­
nomía y Hacienda, suprime 
el carácter de Organismo 
Autónomo del Centro de 
Gestión Catastral y Coopera­
ción Tributaria, configurán­
dolo como una Dirección 
Genera l directamente de­
pendiente de la Secretaría de 
Estado de Hacienda. 

(l) El R Decreto 1725/1993,de 
1 de ocrubre, se incardina formal­
mente en el R. Decreto 222/ l 987, 
de 20 de febrero, que, a su vez, ha 
sufrido las siguientes modificacio­
nes: R. Decreto 1308/1988, de 14 
de octubre, R. Decreto 226/ l 989, 
de 3 de marzo, R. Decreto 
907/1989, de 21 de JUho, R. Decre­
to 1254/ 1989, de 10 de ocrubre, R 
Decreto 1477/ 1989, de 1 de d1-
c1embre, R. Decreto l 77/1990, de 
9 de febrero, R. Decreto 903/ l 990, 
de 13 de julio, R Decreto 
755/1991, de 10 de mayo. R. De­
creto 1651/ 1991, de 30 de diciem­
bre, R. Decreto 1848/ 1991, de 30 
de diciembre y R. Decreto 
763/ l 992, de 26 de jumo 

Su exposición de motivos 
indica que la medida rees­
tructuradora se adopta debi­
do a que «la reducción del dé­
ficit público constituye una de 
las prioridades del Gobierno 
en el momento actual». 

Pero, ¿realmente supone 
un ahorro la transformación 
de un Organismo Autónomo 
de carácter administrativo 
(2), en Dirección General? 
Pues, realmente, no mucho. 
Habrá que ir analizando más 
adelante las medidas concre­
tas que contiene este Real De­
creto y, sobre todo, por dón­
de vayan decantándose las 

(2) Organismo Autónomo de 
carácter administrativo, en contra­
posición con aquéllos cuya activi­
dad es de carácter comercial, indus­
trial, financiero o análogo. 

En codo lo referente a la legisla­
ción aplicable a la distinta tipología 
de emes que se agrupan bajo el ró­
tulo común de Organismo Autóno­
mos, puede verse: GONZALEZ NA­
VARRO, F, «Organismos Autóno­
mos y Ley General Presupuestaria 
Una aproximación al estudio de los 
normativos». 11.P.E., n. 0 54, 1978, 
págs. 141 a 167. 

Ordenes Ministeriales de de­
sarrollo que en su dla se dic­
ten. Pero por el simple acto 
de la transformación en sí se 
ahorrará ún icamente el gasto 
que implican las unidades 
que, con una integración en 
los servicios centrales, evitan 
su duplicación y que se ciñen 
a las propias de las Direccio­
nes de Servicios. La supre­
sión del resto de las unidades 
centrales o periféricas que 
contempla el Real Decreto, 
no tiene su causa en el cam­
bio de naturaleza jurídica. 

En cuanto al control del 
gasto, los Organismos Autó­
nomos de carácter adminis­
trativo, una vez publicada la 
Ley General Presupuestaria 
en 1977 (3), se hallan sujetos 
a intervención en idénticos 
términos que la Administra­
ción centralizada y sus pre­
supuestos deben de figurar 
integrados en los Generales 
del Estado (4). 

Al no suponer una nota­
ble reducción del gasto, cabe 
pensar que la supresión po-

(3) Ley 11/ 1977, de 4 de enero, 
por la que se aprueba la Ley Gene­
ral Presupuestaria, su texto Refun­
dido fue aprobado por R. Decreco 
Legislauvo 1091 / 1988, de 23 de 
septiembre. 

( 4) A rtíeulo 50, a) del T.R. de la 
L.G.P. 

dría perseguir un mayor 
control sobre la actividad 
propia del Centro. Pero tam­
poco se ve gran diferencia 
entre tratarse de un Organis­
mo Autónomo administrati­
vo (5), y una Dirección Gene­
ral, ya que, en cuanto al ejer­
cicio de la potestad reglamen­
taria, ésta viene atribuida en 
ambos casos a los mismos 
órganos (6); respecto a las fa­
cultades de inspección, ésa 
era una facultad que ya os­
tentaba el Ministro de Eco­
nomía y Hacienda, en cuan­
to jefe del Departamento al 
que el Organismo estaba 
adscrito (7), y en cuanto a la 

(5) Se hace hincapié en el «ca­
rácter admm1strativo» del Organis­
mo Autónomo Centro de Gestión 
Catasrral y Cooperación Tributaria, 
pues poco de lo que aquí se dice es 
aplicable a los Organismos Autó­
nomos sujetos al derecho privado. 

(6) Las Ordenes mm1steriales 
en todo caso son competencia del 
Ministerio de Economía y Hacien­
da y las Instrucciones del titular del 
Centro o Director general. 

(7) Artículo de la Ley de Entida­
des Estatales Autónomas, de 26 de 
diciembre de 1958. 

En el sentido que se venía ha­
blando en el texto puede verse; Jl­
MENEZ CISNEROS CID, F J. «Los 
Organismos Autónomos en el De­
recho Público Español: Tipología y 
régimen jurídico». INAP, Madrid, 
1987, págs. 279 y SS. 
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superior dirección del Cen­
tro con facultades para fijar 
los criterios y directrices, 
siempre ha correspondido al 
secretario de Estado de Ha­
cienda (8). 

Una vez indagadas los po­
sibles fundamentos de la su­
presión del Organismo Autó­
nomo (9), desde un punto de 

También la sentencia del T.S. de 
31 de marzo de 1987: «No puede 
olvidarse el ca rácter instrumental 
de los Orgamsmos Autónomos que 
es lo que se conduce al concepto de 
adscripción a la Administración es­
tatal a través de un Ministerio con­
creto, confo rme a los arts. 6 y 8 
LEEA , por lo que, como precisa 
este último precepto, la personifi­
cació n y auto no mla no implica 
desv inculación de los Departa­
mentos ministeriales a que estén 
adscritos, lo que viene a confirmar 
que la autonomía del ente msnru­
c10nal es puramente ejecutiva u 
operativa dentro del ámbito estric­
to que le marcan las d1reccrices del 
Ministerio al que esté adscnto». 

(8) Dispos1c1ón Adicional Pri­
mera del R. Decreto 222/ l 987, de 
20 de febrero, y articulo 5. 0 del R. 
Decreto 1477/ 1989, de 1 de di ­
ciembre. 

(9) La supresión del O rganismo 
ha vemdo dada a través de una nor­
ma de rango reglamencario. Como es 
sabido la LE.E.A (Citada) exige que 
tamo la creación como extinción de 
00.AA. venga efecruada por Ley. No 
obscame, desde la Ley 21 /1986, de 
23 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Escado para 1987, co­
dos los dos años se incluye en Ley de 
Presupuestos una disposición auto­
rizando al Gobierno para efectuar 
supreswnes, refund1c1ones o modi­
ficaciones de 00.AA. «SI sus fines se 
han cumplido o s1 éstos pueden ser 
ambuidos a ó rganos de la Adminis­
tración cemrahzada». 

Se ha producido por tanto una 
deslegalización en esta materia a fa ­
vor del ámbito de la potestad regla­
mentaria del Gobierno 

A propósito de la técmca JUridica 
de la deslegahzac1ón GARCIA DE 
ENTERRIA-RODRIGUEZ, «Curso 
de Derecho Adm1111strat1vo», Civi-

vista teórico, vamos a ver 
cómo el Real Decreto 1725/ 
1993 ha regulado la estructu­
ra y competencias de la nue­
va Dirección General del 
Centro de Gestión Catastral y 
Cooperación Territorial. 

Estructura orgánica 
En cuanto a estructura or­

ganizativa, el Decreto mantie­
ne básicamente la existente 
hasta ahora, si bien las seis 
subdirecciones quedan redu­
cidas a tres, más una Secreta­
ría General con idéntico ran­
go. Respecto al número de 
subdirecciones generales el 
decreto ha sido tajante (l O), 
prohibiendo su alteración. 

La Comisión Superior de 
Coordinación Informática 
del Catastro queda suprimi­
da y mantiene el Consejo Su­
perior de la Propiedad In­
mobiliaria, aunque después 
de la integración va a ver po­
siblemente disminuidas sus 
funciones de asesoramiento. 

A nivel periférico, el De­
creto, en su Disposición Adi­
cional Tercera, hace una rela­
ción de las unidades s upri­
midas y, entre ellas, figuran 
las 65 Gerencias Territoria-

tas, Tomo 1, Madrid, 1993, págs 
268 y SS. 

En cuanto al conten ido de las Le­
yes de Presupuestos puede verse el 
magnífico articulo de GIL CREMA­
D ES, Rafael, en el n ° 15 de «Catas­
tro» (enero 1993, págs. 61 a 76), 
«Ley de Presupuestos y seguridad 
jurídica», comentando la Sentencia 
76/ 1992 del Tribunal Consntuc10-
nal. 

( 10) Disposición final primera 
del R. Decreto l 725/ 1993 (cit) a 
propósito de la refundición de nor­
mas relativas a la esrrucrura orgám­
ca del M1111steno de Economía y 
Hacienda, que deberá efectuarse en 
el plazo de 6 meses. 

les y l 6 Regionales existen­
tes. Esto, puesto en relación 
con la regulación de las Ge­
rencias en el articulado, sig­
nifica que abre la posibilidad 
para que la Orden de desa­
rrollo pueda variar su núme­
ro y ámbito territorial. 

Tanto las Gerencias Regio­
nales como Territoriales se 
integran a partir de ahora, en 
la estructura orgánica de las 
Delegaciones ele Economía y 
Hacienda, pero bien entendi­
do que la dependencia en lo 
relativo a su acuvidad y fun­
ciones será de la Dirección 
General, al trata rse de ó rga­
nos periféricos de ésta y esta­
blecerlo así el Decreto ( 11 ). 

Por último, indicar que el 
Decreto incardina los Con­
sejos Territoriales en la es­
tructura jerárquica del Cen­
tro, al calificarlos de «ó rga­
nos territoriales de la Direc­
ció n General», pero no al 
resto de los órganos colegia­
dos en relación a los cuales la 
norma hace una somera des­
cripción de sus funciones y, a 
lo más, los «adscribe» a la di­
rección General ( 1 2). 

(11) Es decir, los puestos de 
trabajo desempeñados por el per­
sonal de las Gerencias figurarán en 
las relaciones de puestos de trabajo 
de las Delegaciones del M1111srerio 
de Economla y l lac1enda, y presca­
ní n servicio bajo la dependencia 
del Delegado, mientras que las tare­
as propias de la gesnón catascral se 
desarrollarán baJO la dirección y 
responsabilidad de la Dirección del 
Centro que será la competente para 
llevar a cabo la rcv1s1ón de los actos 
de las Gerencias 

( 12) Esta postura que adopta el 
Real Decreto 1725/ 1993 es por tan­
to, dislinra a las regulaciones ame­
nores del CGCCT, come111das en los 
R. Decretos 222/ l 987 y 14 77 1989 
(citados) en las que directamente se 
clasificaba a todos los «servicios» 

Esta modificación denva 
de la regulación que el ar­
tículo 22.2, último párrafo, 
de la Ley 30/92, de 26 d e 
noviembre, lleva a cabo res­
pecto a los Organos colegia­
dos que estén compuestos 
po r representaciones de dis­
tintas Administraciones Pú­
blicas y según la cual, «que­
darán integrados en la Admi­
n istración Pública que co­
rresponda aunque sin 
participar en la estructura je­
rárquica de ésta, salvo que 
así lo establezcan sus nor­
mas de creación», lo que ha­
brá que tener en cuenta a la 
hora de desarrollo reglamen­
tario del Real Decreto 1 725/ 
] 993. 

Competencias 
El apartado l , del artículo 

Cuarto del Real Decreto 
1725/ 1993 ( l3), es, a nues­
tro entender, el de mayor im­
portancia de todo el artículo, 
ya que en él se otorga a la Di­
rección General recién crea­
da competencia plena respecto 
de todas las facultades.funcio­
nes y atribuciones que antes 

del Cemro en Centrales y Pcnfén­
cos, mtegrándolos plenamente en la 
estructura Jerárqt11ca. 

En éste y otros remas de proce­
dimiento admi111strativo y su trata­
miento de la nueva Ley, puede ver­
se. COSCULLUELA MONTANER, 
Luis y otros «Estudios sobre el 
proced1m1ento adm1111strat1vo co­
mún de las Adm1111strae1ones Pú­
blicas», CEMCI, Granada, 1993, 
págs. 86 y ss PARADA, Ramón. 
«Régimen JUríd1co» de las Adm1-
111strac1oncs Públicas y Proced1-
m1ento Adm111istrat1vo Común», 
Marcial Pons, Madrid, 1993, pág 
117 y SS. 

Comencano sistemático a la Ley 
RJAP y RAC.» SA!\TAMARIA 
PASTOR, juan )' otros, Ednonal 
Carpen, Madnd, 1993, pág. 91 y ss. 



ostentaba en cuanto Organis­
mo Autónomo. 

Esta lógica, y necesaria 
atribución efectuada por el 
«legislador», justo al inicio 
de la regulación, se debe a 
que las funciones que desa­
rrollaba el Centro continúan 
siendo todas necesarias, ya 
que el Decreto ni crea otro 
órgano administrativo para 
realizarlas, ni tampoco se su­
prime ninguna de el las. A 
este respecto no puede olvi­
darse que la Ley de Hacien­
das Locales ( 14 ), establece 
que «la formación, conserva­
ción, renovación, revisión y 
demás funciones inherentes 
a los Catastros Inmobilia­
rios, serán competencia ex­
clusiva del Estado». 

A mayor abundamiento, 
la Disposición Adicional Pri­
mera del Decreto, vuelve a 
insistir en este tema y re­
cuerda que «las competen­
cias de los organismos afec­
tados por modificaciones en 
su naturaleza, continuarán 
desarrollándose por los ó r­
ganos establecidos en el pre­
sente Real Decreto». 

Por tanto, la competencia 
genérica de la Dirección ge­
n eral en materia catastral 
sólo deberá entenderse re­
cortada en aquellos aspectos 
concretos que las normas es­
pecíficamente puedan seña­
lar. 

(13) «La D1recc1ón General del 
Cenrro de Gestión Catastral y Coo­
peración Tributaria asumirá las 
funciones que venía desarrollando 
el organismo autónomo «Centro de 
Gestión Catastral y Cooperación 
Tnbutaria». 

(14) D1spos1c1ón Adicional 
Cuarta párrafo segundo, ley 
39/1988, de 28 de diciembre. 

Funciones 
Siguiendo con esta línea 

argumental, entendemos 
que el propósito del «legisla­
dor>>, al formular a renglón 
seguido el listado de f uncio­
nes (15), que la Dirección Ge­
neral tendrá a su cargo, y el 
subsiguiente reparto entre 
las subdirecciones creadas, 
ha sido el de fijar el número 
de unidades orgánicas co n 
rango de Subdirección Ge­
neral , y dotarlas de un conte­
nido que, en cualquier caso, 
debe entenderse como míni­
mo porque la normal gestión 
catastral puede demandar de 
otras tareas que ineludible­
mente vayan aparejadas. 

El Real Decreto 1 725/ 
1993 hace continuas refe­
rencias a su desarrollo por 
Orden Ministerial, y entre 
los temas que deberán regu­
larse posteriormente figuran 
la composición y funciones 
de los órganos colegiados 
(16), y el ámbito territorial y 
funcionamiento de los peri­
féricos. Nada se opone a que 
las Ordenes vuelvan a repro­
ducir la misma distribución 
de funciones que el Real De­
creto 1477/1993,de 1 de di­
ciembre, y sus normas de 

( 15) Nos referimos al artículo 
cuarto, apartado dos del R. Decreto 
1725/ 1993, que pasa a integrarse 
en el cuerpo normanvo del R De­
creto 222/ 1987, de 20 de febrero, 
como su artículo 9. 0

. Esta técnica 
normanva obliga al manejo simul­
táneo de vanas disposiciones y su 
lectura es sumamente farragosa. 

( 16) En cuanto al régimen de 
func1onam1ento de los órganos co­
legiados, el art. 22.2 de la Ley 
30/ 1992, de 26 de noviembre, dis­
pone que éstos «podrán establecer 
o completar sus propias normas de 
funcionamiento» . 

desarrollo (17), efectuaron en 
su día, pues si bien es cierto 
que este Decreto está formal­
mente derogado (18), no lo es 
menos que las distintas fases 
de la gestión tributaria tienen 
que ser llevadas a cabo y, 
además, por los mismos ór­
ganos que lo hicieron hasta 
ahora, puesto que así lo ha 
querido el «legislad or» del 
Real Decreto 1725/ 1993, al 
mantenerlos subsistentes . 

De otra parte, probada la 
efectividad del entramado 
organizativo que hace posi­
ble el procedimiento de co-

(17) O rden de 21 de septiem­
bre de 1988, por la que se modifica 
la estructura de las Juntas Técnicas 
Territonales y de las Comisiones 
Superiores de Coordinación inmo­
biliaria 

Orden de 30 de noviembre de 
1989, por la que se determina la 
composición y funciones del Con­
sejo Supenor de la Propiedad ln­
mobiliana. 

Real Decreto 1 4 77 / l 989, de l 
de diciembre, por el que se regula 
el CGCCT. 

Orden de 20 de diciembre de 
1989, por la que se determina la 
compos1c1ón y funcionamiento de 
determinados Organos Termoria­
les del CGCCT. 

Orden de 21 de febrero de 1990, 
por la que se regulan las Gerencias 
Regionales del CGCCT. 

Orden de 7 de septiembre de 
1992, por la que se modifica par­
cialm ente la Orden de 20 de d i­
ciembre de 1989 por la que se de­
termina la composición y funcio­
namiento de determinados Orga­
nos Territoriales del CGCCT. 

(18) Con las excepciones de las 
unidades suprimidas que antes se 
indicaban en el texto, y que no te­
nían asignadas funciones concretas 
en el procedimiento de coordina­
ción de valores. 

El R. Decreto l 725/ 93 mantiene 
expresamente vigente el art. 18, 
uno del R. Decreto 14 77 / 89, relati­
vo a personal. 

ordinación de valores, con­
tando en todo momento con 
la participación de las tres 
Administraciones territoria­
les, parece lógico pensar que 
al desarrollo reglamentario 
futuro no va a alterar sustan­
cialmente este sistema. 

Aspectos relativos al 
personal 

La supresión del Organis­
mo Autónomo y la integra­
ción de sus efectivos de per­
sonal en el Ministerio de 
Economía y Hacienda supo­
ne una serie de modificacio­
nes que afectan directamen­
te a sus funcionarios y perso­
nal laboral. 

En primer lugar habrá 
que indicar que, a todos los 
efectos previstos en la legis­
lación sobre personal al ser­
vicio de la Administración 
del Estado, la dependencia 
será del Subsecretario del 
Ministerio de Economía y 
Hacienda, todo ello sin per­
juicio de las reservadas a los 
jefes de las respectivas uni­
dades administrativas y que, 
en el caso de las periféricas, 
corresponderá a los Delega­
dos de Economía y Hacienda 
de cada provincia, y de las 
propias los Delegados del 
Gobierno y Gobernadores 
civiles. 

En cuanto a los Cuerpos 
con especialidad en Gestión 
Catastral, creada por el ar­
tículo 39 de la Ley 37/ 1988, 
de Presupuestos Generales 
del Estado para 1989, su si­
tuación no varía, ya que no 
fuero n creados como cuer­
pos propios del Organismo 
Autónomo Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación 
Tributaria, sino como espe­
cialidades dentro de la Esca-
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la de técnicos de Organis­
mos Autónomos, Grupo A, 
el primero, y del Cuerpo de 
Gestión de la Hacienda Pú­
blica, Grupo B, el segundo 
( 19). 

Respecto al personal f un­
cionario y laboral, que al pu­
b licarse las nuevas relacio­
nes de puestos de trabajo 
previstas en la Disposición 
Transitona segunda del De­
creto 1725/ 1993 tengan que 
cesar por figurar en ellas al­
terado el contenido o supri­
mido el puesto de trabajo, 
«continuarán percibiendo, 
en tanto se les atribuya otro 
puesto, y durante un plazo 
máximo de tres meses, las 
retribuciones complementa­
rias correspondientes al 
puesto suprimido o cuyo 
contenido haya sido altera­
do» (20). 

Pilar Velilla 
Consejera Técnica 

CGCCT 

( 19) Esto supone que no tienen 
que ser declarados cuerpos a extin­
guir. 

(20) Art 21.2, b) LC)' 23/ 1988, 
de 28 de JUho, de Modificación de 
la Ley 30/84, de 2 de agosto. 

Esra misma Ley, en su artículo 
1 5.1, d ), establece que la mod1!1ca­
c1ón y supresión «de puestos de 
trabajo se realizará a través de las 
relacione;; de puesws de trabajo», 
por lo que no deben considerarse 
suprimidos los puestos hasta que 
así se plasme en la nueva relación, 
dicho de otra manera, será preciso 
la aprobación de la R.P T para en­
tender supnm 1do el puesto y, a 
partir de entonces, deberán empe­
zarse a contar los tres meses. 

Prüneros c01nentarios 
al Real Decreto l 72.S/1993 

El Real Decreto 1725/ 1993, 
de 1 de octubre, introduce 
una modificación parcial en 
la estructura d el Mi nisterio 
de Economia y Hacienda, se­
gún la cual se suprime como 
O rganismo Autónomo el 
Centro de Gestión Catastral 
y Cooperación Tributa ri a 
(Disposición adicional terce­
ra), y lo integra como una 
Dirección General en la Se­
cre taría de Estado de Ha ­
cienda. 

Posteriormente, el mencio­
nado Real Decreto defme en el 
art. 4.0 las funciones de la Di­
rección General del Centro de 
Gestión Catastral y Coopera­
ción Tributaria (CGCCT), que 
esencialmente so n las mis­
mas que vienen definidas 
por la Ley 39/1988 de 28 de 
diciembre, Reguladora de las 
Haciendas Locales, y el Real 
Decreto "1477/ 1989 de 1 de 
diciembre, por el que se re­
gula el CGCCT, legislaciones 
básicas a las que se han aña­
dido otras muchas comple­
mentarias, tanto en el orden 
técnico (valoración, coordi­
nación de valores); admin is­
trativo (declaraciones de los 
sujetos pasivos, inspección, 
sanciones, etc.); tributario 
(en relación con la inciden­
cia directa en el Impuesto de 
Bienes Inmuebles, Impuesto 
sobre el incremento del valor 
de los terrenos, Impuesto de 
la Renta, Patrimonio, Trans­
m 1s10nes Patrimonia les, 
etc.), y el resto de legislación, 
que no es preciso enumerar 
en este momento. 

Parecía lógico en a lgún 

modo, que una vez creada 
por la Ley de Presupuestos 
para 1991 la Agencia Estatal 
de Admin is tración Tributa­
ria, el Centro de Gestión Ca­
tastral y Cooperación Tribu­
taria se integrara en el resto 
de la Delegación de Econo­
mía Hacienda, teniendo en 
cuenta las ventajas y econo­
mía de medios y personal 
que esto podría representar; 
pero siempre y cuando no se 
pierda de vista la función, 
competencias y responsabi­
lidades asignadas en este mo­
mento al CGCCT, claramente 
definidas en toda la legisla­
ción anteriormen te aludida. 
Respecto a una gestión catas­
tral que tiene hoy por hoy, 
una repercusión importan tí­
sima en la financiación de las 
Haciendas Locales. Hasta el 
punto de que para muchos 
Ayuntamientos, la recauda­
ción por el IBI representa la 
principal -y en algunos ca­
sos también la más segura­
f uente de ingresos del Muni­
cipio. 

El Catastro y la 
colaboración con 
la Administración 
Local 

Efectivamente, toda esta 
gestión en la que paulatina­
mente, pero cada vez co n 
mayor intensidad, han id o 
participando y colaborando 
los Ayuntamientos, nene fija­
do el objetivo de lograr para 
to do el territorio nacio nal 
una Coordinación de Valores, 

y al mismo tiempo, al mante­
nimiento de una Base de Da­
tos Catastral que permi ta 
una tributación po r los Bie­
nes Inmuebles, en todos los 
impuestos relacionados con 
dicho va lor, cada vez más 
justa y equitativa. 

El problema de la finan­
ciación de las Haciendas Lo­
cales, se planteó con serie­
dad en 1979, mediante el 
Real Decreto 11 /1979 de 20 
de julio , sobre Medidas Ur­
gentes de Financiación de las 
Corporaciones Locales; al mis­
mo tiem po se crea ron los 
Consorcios para la gestión e 
inspección de las Contribu­
ciones Territoriales Rústica y 
Urbana, que posteriormente 
se refundieron en 1 985 en el 
Centro de Gestión y Coope­
ración Tributaria, creándose 
finalmente el Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación 
Tributaria (CGCCT) por el 
Real Decreto 222/ 1987 de 
20 de febrero, que estructu­
ró en aquel momento el Mi­
nisterio de Economía y Ha­
cienda. 

A partir del mencionado 
Real Decreto 11/1979 es, 
pues, muy abundante la nor­
mativa legal publicada en re­
lación con la actividad catas­
tral. Sería prolijo enumerarla 
aho ra, pero es necesario re­
saltar, a pesar de los cambios 
en la denominación y estruc­
tura que se han ido produ­
ciendo, que siem p re ha per­
manecido presente en esta 
legislació n u na constan te 
idea: la Colaboración Munici­
pal. Efectivamente, la Ley 
44/1978 de 8 de septiem­
bre, reguladora del Impuesto 
sobre la Renta de las Perso­
nas Físicas , t ransformó en 
tributos de carácter local a 
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